






























































































establecido que impida entrar en el fondo del asunto y que la apreciación 

de ese defecto procesal no sea en sí misma contraria al art. 24.1 CE. 

Mientras que el principio pro actione despliega toda su efectividad cuando 
se trata del acceso a la jurisdicción, cuando se trata del acceso a los 

recursos, con la excepción del derecho al doble grado de jurisdicción en 
la vía penal, el control constitucional de las decisiones judiciales que 

declaran 'la inadmisibilidad de los recursos debe ceñirse en el resto de 

los órdenes jurisdiccionales al análisis de si la resolución judicial de 
inadmisión ha incurrido en error patente, arbitrariedad o manifiesta 

irrazonabilidad. Es error patente "aquél inmediatamente verificable de 
forma incontrovertible a partir de las actuaciones judiciales" (SSTC 162/ 

1998, de 14 de julio, F] 2°; 192/1998, de 29 de septiembre, F] 2°; 
216/1998, de 16 de noviembre, F J 2°; 10/1999, de 8 de febrero, F J 3°; 

23/1999, de 8 de marzo, F] 2°; 121/1999, de 28 de junio, F] 3°; 94/ 
2000, de 10 de abril, F] 5°; 116/2000, de 5 de mayo, F] 3°; 252/ 

2000, de 30 de octubre, FF]] 3° y 4°; 251/2000, de 30 de octubre, F] 
3°; y 218/2001, de 31 de octubre, F] 3°, in fine). 

Ocurre en este asunto que en el Auto de inadmisión de 6 de noviembre 
de 1996, luego confirmado en súplica por otro Auto de 1 de abril de 

1997, se apreciaba la concurrencia de la causa de inadmisibilidad 
enunciada en el art. 40 a) LJCA (de 1956). A juicio del órgano judicial, 

la resolución municipal impugnada (de 9 de abril de 1996) era 

reproducción de un acto administrativo anterior firme: el Decreto del 

Alcalde, de 12 de diciembre de 1995, por el que se ordenaba la 
demolición de lo indebidamente construido. El recurrente alude 

reiteradamente a que el primer acto administrativo le fue comunicado 

sólo en forma verbal, y por tanto no con las garantías del art. 59 de la 
ley de procedimiento. 

En relación con lo anterior debemos subrayar que la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo consideró acreditado que el acuerdo 

municipal de 12 de diciembre de 1995 "había sido notificado al 
interesado personalmente por el aparejador municipal Sr. G. P". Y siendo 

ésta la conclusión a la que llega el órgano judicial, en forma alguna ha 

justificado el recurrente que el razonamiento judicial se haya formulado 
con infracción del art. 24.1 CE. Antes bien, basta con la lectura de los 

documentos obrantes en el expediente administrativo para identificar 
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qué circunstancias de hecho justifican la conclusión alcanzada por la 

Sala. En el expediente administrativo se contiene una copia de la 
resolución de 12 de diciembre de 1995 (con expresa indicación sobre los 

posibles recursos judiciales), en la que bajo la rúbrica del Alcalde y el 
sello del Ayuntamiento se dice expresamente "copia del original enviado 
a Don E.L.P.". En el mismo expediente se contiene un documento 

firmado por Don J. R. G.P., a la sazón Aparejador del Ayuntamiento de 
Campoo de Yuso, en el que textualmente se dice "INFORMO: Que el 
día 14 de diciembre de 1995, entregué. a Don E.L.P., un comunicado de 
este Ayuntamiento en el que se le comunicaba la paralización de las 

obras que está realizando en Villasuso, amparándose en que dichas obras 
no se ajustan a la Licencia Municipal concedida" . Este informe viene 

acompañado del "Visto Bueno" del Alcalde (con rúbrica y estampillado 
del Ayuntamiento). 

En las actuaciones judiciales figura un acta notarial -fechada el 4 de 

febrero de 1997- en la que Don J. R. G.P. expresamente manifiesta que 
"el día 14 de diciembre último encontró a Don E.L.P. y le comunicó 

verbalmente que el Ayuntamiento le iba a denegar la licencia y a 

derribarle lo construido" y que "en ningún momento entregó ningún 
documento, ni notificación al citado señor L. P., limitándose a informarle 

del acuerdo había tomado el Sr. Alcalde" . Sentado lo anterior, y 

absteniéndose el TC de conocer de los hechos que motivan el R de A, 

según impone el art. 44.1 b) LOTC, aprecia que de la simple 
contradicción entre parte de los documentos mencionados (en cuanto a 

si además de la comunicación verbal hubo entrega de documento alguno) 

ningún reproche ex art. 24 .1 CE puede deducirse frente al órgano 
judicial. La Sala de lo Contencioso-Administrativo concluye -teniendo 

incluso a la vista los documentos ya mencionados al resolver el recurso 
de súplica-que sí hubo notificación personal del acuerdo municipal de 

12 de diciembre de 1995 . Respecto de esta conclusión el recurrente insiste 
en que la comunicación fue meramente "verbal" y que se infringió el 

art. 59 LPC, pero en forma alguna justifica que el órgano judicial, al 
vista de los documentos ya mencionados, haya ejercido su función 
jurisdiccional impidiendo el pleno disfrute del derecho de acceso a la 

jurisdicción, contenido en el art. 24.1 CE, por lo que se deniega el amparo 

pedido. 
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Finalmente, en la S del TC 19/93, de 18 de enero (Sala 1 a) se entra 

en la cuestión de que en los procesos en los que se puntualiza la 
imposición de penas, la obligación judicial de emplazar a las personas 

contra quienes va dirigida la acción sometida a conocimiento de los 
Tribunales ha de ser obedecida con un especial rigor. Aludiendo al caso 

en que al arquitecto y aparejador de la obra, tanto uno como otro fueron 
dejados de la mano de Dios durante toda la tramitación del 

procedimiento por las demás partes intervinientes en el mismo, 

haciéndoles creer que se encontraban arropados judicialmente, resultando 
todo lo contrario a la vista de la S. No fueron llamados a juicio ni el 

aparejador ni el arquitecto director de la obra, ni ninguna compañía de 

seguros, a pesar de que estos colectivos profesionales y las empresas de 
construcción están cubiertas con fuertes pólizas. Y nuestro aparejador, 

como afectado que es , precisamente por ser luego acusado, ese deber 
judicial se ve reforzado por el derecho, que ostenta todo ciudadano, de 

conocer la acusación dirigida contra él (STC 169/1989, F] 2°, así como 

SSTC 12 3/1991, 141/1991 y 154/1991). Al no haberse llevado a cabo 
las diligencias elementales que hubieran permitido su citación personal, 

y limitarse a emplazarlo sin más mediante edictos, el órgano judicial 
infringió no solamente el art. 179 LECrim, sino también el art. 24.1 CE 

(SSTC 118/1984 y 169/1989). 
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